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Actualidad Administrativa 

 
 
 

Se reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial con gran número de medidas estructurales y organizativas respecto de los órganos 
jurisdiccionales y otras varias, como la obligación de los poderes públicos de garantizar la representación técnica de Graduado Social —y no 
sólo la defensa y asistencia de abogado— . Además esta Ley Orgánica introduce una importante modificación de la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa con una nueva regulación del recurso de casación en este orden jurisdiccional, así como las correspondientes 
modificaciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil para adaptarla a lo establecido en ella. 

 
 
 

 
 
Entrada en vigor: Con carácter general el 1 de octubre de 2015. La nueva regulación del recurso de casación contencioso-administrativo 
entrará en vigor al año de la publicación de la Ley Orgánica en el «Boletín Oficial del Estado», es decir, el 22 de julio de 2016. 

 

 
 
Finalidad de la norma: Según declara su Exposición de motivos, la norma persigue aumentar la eficacia y agilidad del sistema judicial y 
solucionar algunos de los problemas que le aquejan. 
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Contenido más relevante: 

 

 
— Recurso de casación en la jurisdicción contencioso-administrativa 

 

Se establece una nueva regulación del recurso de casación en la jurisdicción contencioso-administrativa cuyos aspectos más relevantes, son: 

 

• El objetivo esencial del recurso de casación es la creación de jurisprudencia y su admisión es una decisión del Tribunal de casación basada 
en su apreciación de la existencia de «interés casacional objetivo», por considerar que el asunto requiere de una interpretación judicial 
uniforme. No se regulan prácticamente supuestos de interés casacional que conlleven la admisión «reglada» del recurso de casación por el 
TS. 

 

• Todas las sentencias, con independencia de que hayan sido dictadas en única instancia o en apelación pueden tener acceso a la casación, 
incluso las dictadas en única instancia por los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo —en este último caso, cuando contengan doctrina 
que se repute gravemente dañosa para los intereses generales y sean susceptibles de extensión de efectos—. Se elimina el límite por cuantía 
del asunto. 

 

• Se amplía el plazo para la presentación del escrito de preparación del recurso y se regulan los requisitos que este debe cumplir. Deberá 
justificar los supuestos objeto de posible interés casacional y será el Tribunal de instancia, mediante auto motivado, el que deberá valorar la 
concurrencia de los requisitos exigidos y admitirlo o no. 

 

 
— Recurso de revisión ante el Tribunal Supremo 

 

Se podrá interponer recurso de revisión ante el Tribunal Supremo contra una resolución judicial firme cuando el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos haya declarado que dicha resolución ha sido dictada en violación de alguno de los derechos reconocidos en el Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos (LA LEY 16/1950), siempre que la violación, por su naturaleza y gravedad, entrañe 
efectos que persistan y no puedan cesar de ningún otro modo que no sea mediante esta revisión. 

 

 
— Competencia judicial internacional 

 

Se actualizan los criterios de atribución de jurisdicción a los Tribunales españoles del orden civil. 

 

 
— Vinculación e interpretación del Derecho de la Unión Europea 
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Determina la forma en que los Tribunales deben plantear procesalmente la cuestión prejudicial al TJUE. Ha de hacerse de conformidad con 
la jurisprudencia del TJUE y en todo caso mediante auto motivado previa audiencia de las partes. 

 

 
— Organización judicial y competencias 

 

 
- Juzgados de Primera Instancia del orden civil: Se les atribuye competencia para conocer de los concursos de persona natural que no 
sea empresario., que dejan de ser competencia de los Juzgados de lo Mercantil. 

 

 
- Juzgados de lo Mercantil: se especifica que les corresponderá conocer de las acciones colectivas relativas a condiciones generales de la 
contratación y a la protección de consumidores y usuarios. 

 

 
- Juzgados de Violencia sobre la Mujer: Se adoptan muchas medidas en el ámbito de estos juzgados (extensión de jurisdicción a dos o 
más partidos dentro de la misma provincia por Real Decreto del Gobierno a propuesta del CGPJ, ampliación de competencias a la instrucción 
de determinados delitos, obligación de formación específica en esta materia para el ingreso en la carrera judicial). 

 

 
- Las Salas de Gobierno podrán modificar las normas reparto de determinados Juzgados para equilibrar la distribución de asuntos. 

 

 
- Se regula un mecanismo para que el órgano de gobierno del Poder Judicial especialice uno o varios órganos judiciales, de modo 
temporal y con carácter exclusivo para la instrucción de causas de especial complejidad. 

 

 
- El CCGPJ podrá adscribir al órgano instructor a uno o varios Jueces. 

 

 
- Introduce modificaciones en los Plenos no jurisdiccionales para unificación de criterio para evitar la falta de seguridad jurídica por la 
existencia de resoluciones diversas sobre una misma materia. 

 

 
— Obligaciones de los Juzgados, tribunales y fiscalía 
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- Se establece la obligación de que los juzgados, tribunales y fiscalía, utilicen los medios electrónicos, informáticos y telemáticos 
puestos a su disposición para el desarrollo de su actividad y ejercicio de sus funciones. 

 

 
- Se establece la obligación de hacer pública la relación de señalamientos del órgano judicial. 

 

 
— Reformas institucionales y responsabilidad de Jueces y Magistrados: 

 

 
- Modificaciones del régimen de Consejo General del Poder Judicial. En el ámbito del Tribunal Supremo regulación más detallada de su 
Gabinete Técnico. 

 

 
- Se elimina la responsabilidad civil directa de los Jueces y Magistrados. 

 

 
— Cuerpo de Secretarios Judiciales 

 

Pasa a denominarse Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia y se adaptan sus actuales funciones, nuevas competencias como la 
mediación y la tramitación y, en su caso, la resolución de procedimientos monitorios, se incluyen los decretos como tipo de resolución propia 
y se regula separadamente su régimen disciplinario. Se establece su régimen de derechos y deberes y el sistema de sustituciones. 

 

 
— Cuerpo de Gestión Procesal 

 

Se atribuye de la condición de agente de la autoridad a los miembros del Cuerpo de Gestión Procesal cuando realicen funciones de 
documentación en embargos, lanzamientos y demás actos cuya naturaleza lo requiera. 

 

 
— Graduados sociales 

 

En el Título II del Libro VII, «Del Ministerio Fiscal y demás personas e instituciones que cooperan con la Administración de Justicia» se 
incluyen, junto a los Abogados y Procuradores, a los Graduados Sociales. Se designarán de oficio a quien lo solicite o se niegue a 
nombrarlos, siendo preceptiva su intervención. La defensa o representación de oficio tendrá carácter gratuito para quien acredite insuficiencia 
de recursos para litigar en los términos que establezca la ley. Y se declara la obligación de los poderes públicos garantizar la defensa y la 
asistencia de Abogado o la representación técnica de Graduado Social en los términos establecidos en la Constitución y en las leyes. 
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— Médicos forenses 

 

Se exige la especialidad en Medicina Forense para el ingreso en el Cuerpo de Médicos Forenses. Podrán incluirse psicólogos y trabajadores 
sociales en las unidades de valoración forense integral de los Institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 

 

 
— Otras medidas 

 

 
- Se regula la protección de datos en el ámbito de los Tribunales. 

 

 
- Encaje definitivo de la Jurisdicción Militar en el Poder Judicial. 

 

 
 
Régimen transitorio 
: 

 

Se establece régimen transitorio, para: 

 

— Los procedimientos judiciales ya iniciados antes de la entrada en vigor 

 

— Régimen del Gabinete del Tribunal Supremo 

 

— Magistrados y Fiscales eméritos (que desaparecen) 

 

— Secretarios de Gobierno y Secretarios Coordinadores 

 

— Planes anuales de suplencias y sustituciones de Letrados de la Administración de Justicia 

 



 

Página 6 de 6 

  

Portal de Revistas 17-08-2015 

    

— Institutos de Medicina Legal en aquellas Comunidades Autónomas o Ciudades Autónomas en las que no estén constituidos los Institutos de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses 

 

— Requisito de especialidad en Medicina Forense para el acceso al Cuerpo de Médicos Forenses. 

 

— Pensión de jubilación de los Jueces, Magistrados, Abogados Fiscales, Fiscales, Letrados de la Administración de Justicia, Docentes 
Universitarios y Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles incluidos en el Régimen de Clases Pasivas del Estado que 
causen o que hayan causado pensión de jubilación a partir de 1 de enero de 2015 

 

— Plazo de solicitud para la prolongación de la permanencia en el servicio activo. 

 

 
 
Disposiciones afectadas 
: 

 

Modifica: 

 

— La Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (LA LEY 1694/1985) 

 

— La Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial (LA LEY 2415/1988) 

 

— La Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril (LA LEY 1018/1989), Procesal Militar 

 

— La Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LA LEY 2689/1998) 

 

— La Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (LA LEY 58/2000) 

 
 
 
 

 
 


